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I. Introducción

E n septiembre de 2024 se publicó en el Diario Oficial 
de la Federación lo que sería uno de los mayores 
retrocesos democráticos en la breve historia de la 

democracia en México. Después de 30 años de indepen-
dencia judicial, profesionalización y carrera judicial, el 
partido en el gobierno introdujo un modelo de selección 
para personas juzgadoras sin precedentes en el mundo: 
la elección popular para juezas y jueces de todos los 
niveles. Adicionalmente, para implementar su modelo 
destituyó a más 1,800 personas juzgadoras de carrera 
judicial, vaciando la judicatura de la experiencia jurisdic-
cional ─entre 25 y 30 años─ y la trayectoria para decidir 
derechos y conflictos entre poderes.

Las elecciones judiciales de junio de 2025 se han con-
vertido en las primeras elecciones no democráticas del 
México después de la transición. Fueron las primeras 
elecciones en las que la integridad electoral se vio vulne-
rada en sus tres etapas: la preelectoral, la electoral y la 
poselectoral (Monsiváis, Aguiar y Cornejo, en prensa). Se 
verificaron fallas y problemas sustantivos como el pro-
ceso mediante el cual se seleccionaron las candidaturas, 
el número de personas candidatas, las boletas electora-
les, el conteo de votos, así como la resolución de dispu-
tas electorales, que hacen imposible se pueda hablar de 
elecciones libres y auténticas.

La elección judicial de 2025 reveló que el modelo actual 
de elección popular de jueces es institucionalmente invia-
ble y normativamente antidemocrático. Sin reformas sus-
tantivas, se corre el riesgo de profundizar el colapso del 
elemento mínimo de una democracia: elecciones libres y 
auténticas, pero también el acceso a una justicia profe-
sional, imparcial y expedita. A pesar de esto, la iniciativa 
de reforma en materia electoral 2026, propuesta por la 
presidenta Claudia Sheinbaum, no contempló cambios 

en materia electoral-judicial. Este capítulo identifica las 
principales fallas institucionales evidenciadas en la pri-
mera elección judicial y propone un conjunto de reformas 
necesarias mínimas para evitar el derrumbamiento de las 
instituciones electorales y las de impartición de justicia.

II. Problemas institucionales del
modelo de elección judicial

La elección judicial de 2025 evidenció diversos proble-
mas derivados del diseño institucional, que tuvieron un 
impacto significativo en la integridad del ciclo electoral: la 
elección judicial no fue auténtica ni equitativa. La reforma 
judicial de 2024 estableció que una primera mitad de las 
personas juzgadoras federales serían destituidas y sus-
tituidas por quienes resultaran electas en junio de 2025, 
mientras que la segunda mitad sería reemplazada en una 
segunda elección programada para 2027. En consecuen-
cia, en la elección de 2025 se disputaron 881 cargos, con 
más de 3,425 candidaturas registradas (INE, 2025).

El alto número de candidaturas tuvo implicaciones impor-
tantes tanto para la operación de la elección por parte 
del INE —cuyo presupuesto además fue reducido—, así 
como en la información disponible para el electorado y en 
el diseño y la accesibilidad de las boletas. El desafío para 
los votantes fue extraordinario: no sólo debían conocer y 
elegir entre 150 y 221 candidaturas (OEJ, 2025), depen-
diendo del distrito, sino también diferenciar la naturaleza 
del cargo jurisdiccional en disputa: jueces y magistrados 
en materias mercantil, penal, administrativa, laboral y 
civil, así como magistraturas electorales, del Tribunal de 
Disciplina Judicial y ministras y ministros de la Suprema 
Corte. En este contexto, las seis boletas que recibió 
cada votante resultaron incomprensibles, no sólo por su 
diseño, sino porque resulta inviable organizar una con-
tienda con más de 3,400 candidaturas desconocidas y 
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esperar que el proceso sea auténtico, libre y equitativo. 
La imposibilidad de que la ciudadanía conociera a todas 
las candidaturas y entendiera sus funciones, sumada al 
interés del partido en el gobierno por asegurar el triunfo 
de perfiles afines, derivó en la distribución sistemática 
de los llamados “acordeones” que sirvieron como “guías” 
para la votación, vulnerando la equidad en la contienda.

Un problema que puso en jaque la elección judicial fueron 
los comités de selección de las candidaturas. Vinculados 
al Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial, estos comités 
carecieron de un procedimiento estandarizado, transpa-
rente y riguroso para seleccionar y evaluar las miles de 
candidaturas que se inscribieron para la elección (Estrada, 
2025). Además, la integración de los comités del Poder 
Ejecutivo y del Poder Legislativo estuvo compuesta por 
personas cercanas al partido de la presidenta, mientras 
que el comité del Poder Judicial fue el único que estuvo 
integrado por perfiles sin vínculos partidistas. Estas dife-
rencias resultaron determinantes para que las personas 
aspirantes decidieran presentar su candidatura ante uno 
u otro comité —o incluso ante los tres—, pues desde el 
inicio era evidente que la metodología de evaluación y la 
rigurosidad del proceso variaban significativamente entre 
ellos, siendo más estrictos en el caso del comité del Poder 
Judicial. La metodología de selección se convirtió así en 
un elemento central para la politización del proceso, pero 
también en un factor que explica el bajo y, en muchos 
casos, deficiente perfil profesional de algunas de las perso-
nas que finalmente aparecieron en las boletas y que, una 
vez electas, asumieron cargos judiciales.

La situación se deterioró cuando, a partir de una orden 
judicial que instruía suspender temporalmente el pro-
ceso de elección de jueces, el comité del Poder Judi-
cial fue el único que acató la medida. En contraste, los 
comités vinculados al Ejecutivo y al Legislativo conti-
nuaron con el proceso, siguiendo una controvertida sen-
tencia del Tribunal Electoral. Posteriormente, el Senado 
sustituyó de facto al comité del Poder Judicial y, en con-
travención de lo dispuesto por la Constitución, envió al 
INE la lista de candidaturas que correspondía a dicho 
comité. Como resultado, las listas de personas candi-
datas que finalmente llegaron al INE fueron elaboradas 
por instancias controladas por el partido en el gobierno. 
De este modo, la etapa de selección de candidaturas se 
convirtió en el principal mecanismo de control político 
sobre la elección judicial.

Una vez que llegaron las listas de personas candidatas al 
INE, se verificaron otros problemas de integridad elec-
toral relacionados con la falta de legislación secundaria, 
distritos mal diseñados, falta de presupuesto, 50% menos 
casillas instaladas que en procesos electorales preceden-
tes, boletas complejas, reglas de paridad que alteraron 
significativamente la equidad en la contienda en algunos 
distritos, campañas judiciales restringidas, distribución 
sistemática de acordeones y, finalmente, una autoridad 
jurisdiccional en materia electoral políticamente captu-
rada (Monsiváis, Aguiar y Cornejo, en prensa). Un tema 
central de la ausencia de integridad tiene que ver con 
la manipulación electoral derivada de la distribución de 
acordeones. De acuerdo con un análisis estadístico, 
“todos y cada uno de los nombres incluidos en un acor-
deón en particular ganaron, y todos los aspirantes que no 
estuvieron incluidos [...] quedaron fuera de la Suprema 
Corte o del Tribunal de Disciplina” (Aparicio, 2025, p. 47).

III. Un modelo que no recomiendan replicar

El modelo mexicano de elección popular de jueces es 
institucionalmente complejo, inviable y pone en riesgo 
la democraticidad del régimen, la rendición de cuentas 
electoral, la independencia judicial y el acceso a la jus-
ticia. De hecho, la Misión de Observación Electoral de 
la Organización de Estados Americanos recomendó no 
replicar el modelo en la región (MOE, 2025, p. 37).

La falta de criterios y metodología rigurosos llevó a la 
judicatura a personas que no tienen el perfil idóneo. Por 
ejemplo, después de celebrada la elección, el Consejo 
General del INE anuló el triunfo de 45 jueces y magistra-
dos electos por no cumplir con el requisito constitucional 
del promedio académico mínimo. Sin embargo, la Sala 
Superior revocó la declaratoria de inelegibilidad y se le 
entregaron constancias de mayoría a quienes no cum-
plen con requisitos para ser persona juzgadora (García, 
2025). Las y los jueces requieren un expertise técnico 
para decidir derechos y esto es mejor garantizado a 
través de una carrera judicial, con años en el cargo y no 
con experiencia profesional general en derecho. En ese 
sentido, diversos reportes periodísticos han comenzado 
a documentar problemas en el desempeño de algunas 
personas juzgadoras electas. Jueces de carrera y aboga-
dos litigantes han señalado casos en los que los nuevos 
juzgadores muestran desconocimiento de jurisprudencia 
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relevante o de los procedimientos básicos de las audien-
cias. Informes periodísticos reportan, por ejemplo, 
audiencias penales en las que un juez vinculó a pro-
ceso a un imputado sin permitir el desahogo de pruebas 
solicitado por la defensa, lo que afecta principios fun-
damentales del sistema penal acusatorio y los derechos 
procesales de las partes involucradas (Rojas, 2025) 

En suma, el modelo mexicano de la elección judicial es 
incompatible con la irrenunciable necesidad de contar con 
jueces especializados y con experiencia técnica. La elección 
popular que intentó “democratizar” la selección de perso-
nas juzgadoras terminó socavando tanto atributos centrales 
de una elección democrática como la independencia judi-
cial. En ese sentido, no podemos ignorar que reformar la 
“reforma judicial” de 2024 es una tarea ineludible. 

IV. Reformar la reforma judicial de 2024

¿Queremos llegar a la elección judicial con las mismas 
reglas de la primera elección judicial? A partir de la evidencia 
mostrada son urgentes cambios que permitan seleccionar 
a jueces de manera independiente. ¿Cómo mejorar el 
proceso de selección de las personas juzgadoras? Sobre este 
tema existe una amplia literatura, tanto en los estándares 
internacionales como en los estudios comparados sobre 
política judicial. No es necesario reinventar la rueda. La 
evidencia comparada muestra de manera consistente que 
los sistemas más efectivos para la selección de personas 
juzgadoras son aquellos basados en criterios meritocráticos 
(Di Federico, 2005; Guarnieri, 2008; Phillips, 2009); esto 
es, responden a las capacidades, la profesionalización y no 
a la popularidad que reclaman las elecciones. Esto es así 
desde el surgimiento del Estado moderno, cuando se le dijo 
al rey que para impartir justicia era necesario tener mentes 
cultivadas en derecho, o bien, lo que Sir Edward Coke 
(1986) denominó “la razón artificial”, es decir, una forma 
especializada de razonamiento que caracteriza al derecho 
y que sólo puede desarrollarse mediante el estudio y la 
práctica. En el siglo XX y XXI esto se operacionalizó en lo 
que se conoce como servicio de carrera judicial, en el que 
las personas juzgadoras son seleccionadas y promovidas 
en el cargo por concurso de oposición. Estos concursos 
en los que se miden las capacidades jurídicas, la expe-
riencia y la trayectoria profesional de quienes imparten 
justicia son, desde la evidencia empírica comparada, el 
mejor mecanismo para seleccionar juezas y jueces (Aguiar 

Aguilar 2025; Guarnieri, 2008), pues garantizan no sólo 
mayor profesionalismo, sino también mayores niveles de 
independencia, especialmente comparado con un proceso 
de elección popular. 

A partir de lo observado en la elección judicial de 2025 y 
considerando que el partido en el gobierno no está dis-
puesto a mejorar el proceso de selección mediante la 
reintroducción de un sistema meritocrático, sino que lo 
más seguro es que apostará (si bien nos va) a reformar 
lo mínimo para evitar repetir errores como seleccionar 
a personas candidatas que no cumplen los requisitos o 
reducir la actual imposibilidad de conocer a las perso-
nas que votan, se presentan tres ejes mínimos para la 
reforma judicial:

4.1. Reformar comités de selección y 
mecanismo de selección de candidatos

Para evitar la politización de los Comités de Selección, 
así como la falta de evaluaciones estandarizadas y meto-
dológicamente rigurosas se debe rediseñar la manera en 
cómo están integrados estos comités, el procedimiento 
que considera cada uno de ellos y el conjunto de varia-
bles relevantes para seleccionar a perfiles idóneos.

En ese sentido, los Comités de Selección de los tres 
poderes tienen que estar integrados por personas juzga-
doras con carrera judicial y juristas de reconocido pres-
tigio, sin militancia o cercanía con partidos políticos. Se 
debe crear una metodología única y estandarizada para 
los tres Comités de Selección compuesta por tres eta-
pas eliminatorias: a) prueba escrita; b) prueba oral; y c) 
evaluación de integridad. El objetivo de este proceso es 
seleccionar sólo los perfiles que obtuvieron las evaluacio-
nes más altas en cada uno de los comités. Esto asegura 
que personas que no tienen competencias jurídicas no 
lleguen al cargo de juzgador(a).

4.2. Reducir el número de cargos 
judiciales de elección

La reforma irrenunciable para tener una elección judi-
cial con legitimidad y evitar el problema de una elección 
masiva y carente de estándares de integridad, como la 
de junio 2025, es la de introducir un sistema mixto en el 
que se elijan únicamente los cargos jurisdiccionales más 
importantes, esto es, los de las altas cortes: ministras(os) 



REFORMAR PARA DOMINAR: LA DISPUTA POR LA DEMOCRACIA ELECTORAL EN MÉXICO
188

de la SCJN, magistradas(os) electorales de las salas del 
TEPJF y del Tribunal de Disciplina Judicial. Por su parte, 
magistraturas de circuito y juzgados de distritos, que es 
donde recae el mayor número de personas, deben seguir 
un proceso de selección meritocrático de carrera judicial, 
coordinado por el Tribunal de Disciplina Judicial a partir 
de concursos abiertos de oposición. Esto está en línea 
incluso con los argumentos que cuestionan el rol de las 
instituciones contramayoritarias, es decir, las elecciones 
estarían limitadas a los más altos cargos jurisdicciona-
les, donde la legitimidad democrática podría estar nor-
mativamente justificada. Este cambio tiene, además, un 
impacto significativo en temas que vulneraron distintas 
fases del proceso electoral, eliminando problemas deri-
vados de la distritación electoral-judicial como la inequi-
dad en el voto, la desconexión jurisdicción-electorado, 
elecciones masivas y las boletas inmanejables (imposibi-
lidad del voto informado).

4.3. Regular la influencia política 
en las campañas judiciales

El financiamiento de las campañas judiciales debe ser 
enteramente público y estrictamente regulado. En la 
elección judicial de 2025, las personas candidatas pudie-
ron gastar recursos propios hasta un determinado límite. 
Este esquema generó inequidades significativas en la 
contienda, ya que no todas las candidaturas estaban en 
posición de disponer de esos recursos sin el respaldo 
informal de organizaciones políticas, redes de apoyo par-
tidista o grupos de interés. Además, varias candidaturas 
continuaron desempeñando cargos en la función pública 
durante el proceso electoral, lo que les otorgó ventajas 
indebidas en visibilidad, acceso a recursos y redes ins-
titucionales. El Estado debe proveer montos iguales y 
limitados de financiamiento público para todas las can-
didaturas. Asimismo, las personas candidatas deberían 
estar obligadas a separarse temporalmente de cualquier 
cargo público durante la campaña, con el fin de garantizar 
condiciones mínimas de equidad. Estas medidas también 
son necesarias para reducir los riesgos de infiltración de 
recursos ilícitos, incluyendo financiamiento proveniente 
del crimen organizado.

Adicionalmente, como se mostró anteriormente, uno 
de los factores que más afectó la integridad del proceso 
electoral judicial fue la distribución masiva de los llama-
dos acordeones o guías de voto, mediante los cuales 

organizaciones políticas y redes partidistas orientaron de 
manera coordinada el voto hacia determinadas candida-
turas. Para prevenir este tipo de intervenciones, es nece-
sario establecer reglas claras que prohíban la elaboración, 
distribución o promoción de guías de voto por parte de 
partidos políticos, funcionarios públicos, organizaciones 
corporativas o grupos de interés. Esta regulación debe 
acompañarse de causales explícitas de nulidad electoral, 
de modo que la comprobación de campañas coordinadas 
de apoyo partidista, financiamiento ilegal o distribución 
sistemática de guías de voto constituya motivo suficiente 
para anular la elección correspondiente. 

V. Conclusiones

La elección judicial no produjo la legitimidad democrática 
que sus diseñadores anticipaban. Por el contrario, debi-
litó la independencia judicial y puso en riesgo uno de los 
pilares mínimos de la democracia: las elecciones libres y 
auténticas. El primer proceso electoral judicial evidenció 
los límites de intentar elegir por voto popular a todas las 
personas juzgadoras federales en México. Como señaló 
la Misión de Observación Electoral de la OEA, el modelo 
presenta serias dificultades para ser replicado en otros 
contextos. El problema no radica únicamente en deficien-
cias de información, gestión electoral o implementación 
del proceso, sino en el diseño y la lógica institucional del 
modelo mismo. El alto número de los cargos en disputa, 
la politización de la selección de candidaturas, las inequi-
dades generadas durante la campaña y la manipulación 
en la votación revelan que el esquema actual es incom-
patible con los principios que rigen tanto la integridad 
electoral, como la independencia judicial.

Para restaurar la independencia judicial y evitar un 
mayor deterioro de la autoridad electoral, resulta nece-
sario reformar la reforma judicial. Esto implica rediseñar 
el proceso de selección de personas juzgadoras, limitar 
las elecciones populares a integrantes de las altas cortes 
y fortalecer un sistema meritocrático de carrera judicial 
para la designación de magistraturas de circuito y juz-
gados de distrito. Sin estos cambios, el riesgo es alto 
de que las elecciones judiciales de 2027 profundicen el 
control político de la judicatura, socaven aún más la pro-
fesionalización del acceso a la justicia, erosionen la con-
fianza en las autoridades electorales y debiliten la calidad 
de la justicia.




